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a estos autos; incluso la condición de catedrático se
adquirió (según alegan) por muchos de los que habían
recurrido las bases y ahora mantienen la misma postura.

Por último, contra las bases de la convocatoria del
concurso se habían interpuesto no sólo el recurso con-
tencioso-administrativo cuya Sentencia ahora se cues-
tiona, sino otros varios, unos por elevado número de
interesados (102 en el que motivó el amparo) y otros
por Sindicatos y Asociaciones profesionales en interés
de sus afiliados, de suerte que resulta presumible el cono-
cimiento general de los mismos.

No es, en consecuencia, posible ignorar que se da
en el caso una presunción de conocimiento tan fundada
que no resulta equiparable a la que con respecto a los
ciudadanos en general representan estos procesos con-
tenciosos y su anuncio por edictos, puesto que se apoya
en un conjunto decisivo de hechos concurrentes en el
caso, tales que no permiten estimar que se produjera
una real indefensión.

En definitiva, pues, siendo del examen de las actua-
ciones de donde puede obtenerse aquella inferencia
(SSTC 87/1988, 151/1988, 163/1988, 57/1991 y
334/1993, entre otras), lo antes dicho permite afirmar
la presunción de que los ahora recurrentes conocían
el proceso y que su aquietamiento fue voluntario o al
menos negligente, pues una conducta orientada por la
diligencia procesal les hubiera llevado a personarse des-
de que tuvieron alguna noticia de aquél para evitar los
perjuicios que pudiera producirles la Sentencia. De ahí
que no quepa atribuirles la diligencia que les hubiera
sido exigible y les permitiese ahora afirmar el desco-
nocimiento del proceso que alegan para mantener su
actual pretensión pues, también según nuestra doctrina,
sería «necesario que el ciudadano, pese a haber man-
tenido una actitud diligente, se vea colocado en una
situación de indefensión» (STC 97/1991, tambien citada
en la 229/1997).

No se debe por tanto la alegada indefensión a infrac-
ción o falta de diligencia del órgano judicial al practicar
el emplazamiento, sino, junto a la de la Administración,
a la pasividad de los propios recurrentes que, como even-
tuales solicitantes en el concurso, tuvieron conocimiento
extraprocesal y medios para seguir sus incidencias admi-
nistrativas y procesales en momento hábil para defender
sus intereses en el recurso entablado. Por otra parte,
según arguye el Ministerio Fiscal, no se concretan ahora
argumentos distintos a los alegados por la Administra-
ción demandada que hubieran podido utilizarse por los
interesados.

5. En cuanto al Auto del Tribunal Supremo inad-
mitiendo el recurso de casación ya interpuesto por quie-
nes, habiéndoles sido favorable la resolución del con-
curso, fueron notificados de la Sentencia, basta aquí con
traer a colación la doctrina sentada por nuestra STC
37/1995 y reiterada después, según la cual al no «en-
contrarse en la Constitución ninguna norma o principio
que imponga la necesidad de una doble instancia o de
unos determinados recursos, siendo posible en abstracto
su inexistencia o condicionar su admisibilidad al cum-
plimiento de ciertos requisitos, el establecimiento y regu-
lación, en esta materia, pertenece al ámbito de libertad
del legislador» (STC 3/1983). Por ello, «el principio her-
menéutico pro actione no opera con igual intensidad
en la fase inicial del proceso, para acceder al sistema
judicial que en las sucesivas, conseguida que fue una
primera respuesta judicial a la pretensión cuya es la sus-
tancia medular de la tutela y su contenido esencial...
Es distinto el enjuiciamiento que puedan recibir las nor-
mas obstaculizadoras o impeditivas del acceso a la juris-
dicción o aquellas otras que limitan la admisibilidad de
un recurso extraordinario contra una Sentencia anterior

dictada en un proceso celebrado con todas las garantías»
(SSTC 3/1983 y 294/1994)». «No habiéndose cerrado
la vía del recurso arbitrariamente o intuitu personae...
corresponde al Tribunal Supremo la última palabra sobre
la admisibilidad de los recursos de casación ante él inter-
puestos, a salvo lo dispuesto en materia de garantías
constitucionales». «Este recurso, con fundamento en
motivos tasados numerus clausus, que sólo permite revi-
sar la interpretación del Derecho, se clasifica entre los
extraordinarios y, en consecuencia, su admisibilidad que-
da sometida no sólo a los requisitos meramente extrín-
secos —tiempo y forma— y a los presupuestos comunes
exigibles para el ordinario de apelación, sino a otros
intrínsecos, sustantivos, relacionados con el contenido
y viabilidad de la pretensión, cuyo régimen es más severo
por su propia naturaleza (STC 37/1995)».

En consecuencia, la decisión del Tribunal Supremo
debidamente motivada y que no puede ser calificada
de arbitraria, o manifiestamente errónea, no puede con-
siderarse como contraria al art. 24 C.E. Procede, por
tanto, desestimar también este motivo del recurso y tanto
más cuanto que, habiendo abierto un trámite de audien-
cia sobre su admisión, los recurrentes no ofrecieron en
él ninguno de los argumentos utilizados después, ni
siquiera el de la posible indefensión determinante de
la vulneración de aquel derecho fundamental, incum-
pliendo, como alega el Fiscal, el requisito de su invo-
cación previa [art. 44.1 c) de la LOTC].

6. Por último, en cuanto a las demás vulneraciones
invocadas (arts. 14, derecho de igualdad, y 27 en cuanto
los recurrentes estimaban en él incluida la libertad de
cátedra), baste decir que no sólo carecen manifiesta-
mente de contenido constitucional, sino que resulta evi-
dente su alegación meramente retórica y sin ninguna
conexión con lo que es la esencia del presente amparo,
que radica en si hubo o no indefensión para los recurren-
tes por el hecho de que no se les emplazara personal-
mente en el proceso contencioso-administrativo. Ningu-
na alegación se hace en cuanto a la causa y alcance
de una pretendida vulneración de la igualdad ni se acierta
a colegir cómo puede en el caso haberse vulnerado la
libertad de cátedra.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Dada en Madrid, a uno de junio de mil novecientos

noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernando Gar-
cía-Mon y González-Regueral.—Julio Diego González
Campos.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Firmados y rubrica-
dos.

15724 Sala Segunda. Sentencia 114/1998, de 1 de
junio de 1998. Recurso de amparo
4.066/1995. Contra providencia y Auto dic-
tados por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 2 de Móstoles en juicio de cognición.
Vulneración de los derechos a la tutela judicial
efectiva y a la asistencia de Letrado: subsa-
nabilidad de omisión procesal no imputable
a negligencia del solicitante de justicia gra-
tuita.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
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go González Campos y don Carles Viver Pi-Sunyer, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.066/95 interpuesto
por doña Aurora Ontoria Ranero, representada por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María Luisa Torrescusa
Villanueva y asistida del Letrado don Carlos A. Slepoy
Prada, contra la providencia de 23 de octubre de 1995
y el Auto de 30 de octubre de ese mismo año, dictados
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Móstoles
en juicio de cognición núm. 218/90. Ha comparecido
el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don
José Gabaldón López, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Tribunal Cons-
titucional el día 30 de noviembre de 1995, doña Aurora
Ontoria Ranero, representada por la Procuradora de los
Tribunales doña María Luisa Torrescusa Villanueva, inter-
pone recurso de amparo contra Auto del Juzgado de
Primera Instancia núm. 2 de Móstoles por el que se
aprueba la tasación de costas dimanantes del juicio de
cognición núm. 218/90, seguido por la Urbanización
Piedras Vivas contra dicha señora.

2. La demanda se fundamenta, en síntesis, en los
siguientes hechos:

a) Con fecha 19 de abril de 1995 el Juzgado de
Primera Instancia núm. 2 de Móstoles ordenó, en los
autos de juicio de cognición núm. 218/90, que se prac-
ticara por la Secretaría del Juzgado tasación de costas
y liquidación de intereses, lo cual se verificó en la misma
fecha.

b) Dicha resolución, así como la tasación de costas
y la liquidación de intereses fueron notificadas a la
demandante de amparo el 7 de octubre de 1995, indi-
cándose que la tasación de costas podía ser impugnada
en el término de tres días y la liquidación de intereses
en el de seis y que, para formular cualquier modalidad
de impugnación, el interesado debía personarse con Abo-
gado y Procurador que asumieran, respectivamente, su
defensa y representación, bajo advertencia de que si
así no lo hiciese se entendería que la obligada les pres-
taba su conformidad.

c) El 9 de octubre de 1995 y por consiguiente antes
del cumplimiento de los plazos señalados, doña Aurora
Ontoria presentó escrito ante el Juzgado en el que,
poniendo de manifiesto su intención de impugnar las
costas tasadas y los intereses liquidados solicitó el nom-
bramiento de Abogado y Procurador de oficio a tal efecto.

d) Con fecha 23 de octubre de 1995 el Juzgado
dictó providencia denegando a la recurrente el nombra-
miento de Abogado y Procurador de oficio, «al no haber-
se pedido en su día el nombramiento de Abogado de
oficio conforme a las normas actualmente vigentes». Esta
providencia le fue notificada el 27 de octubre de 1995.

e) El 31 de octubre de 1995 doña Aurora Ontoria
Ranero presenta nuevo escrito reiterando su solicitud
de nombramiento de Abogado y Procurador, aludiendo
a la situación de indefensión en que se encuentra y soli-
citando al Juzgado que le indique cual es la documen-
tación que debería aportar a tal fin.

f) Entretanto, el 30 de octubre de 1995 el Juzgado
dictó Auto aprobatorio de la tasación y liquidación prac-
ticadas por la Secretaría, afirmando en el mismo que

ninguna de las partes se había opuesto a la tasación
practicada.

g) El 2 de noviembre de 1995 dictó el Juzgado
providencia desestimando la anterior solicitud de la
recurrente por «no haberse pedido en su día el nom-
bramiento de Abogado de oficio conforme a las normas
actualmente vigentes».

h) El 30 de noviembre de 1995 se formaba pro-
puesta de providencia para acordar que, siendo firme
la tasación de costas, se dé traslado a la parte actora
para que inste lo que a su derecho convenga.

i) La representante de la Urbanización Piedras Vivas,
por escrito de 11 de diciembre de 1995, solicitó que
se procediera al embargo de los bienes de la demandada.

j) Por providencia de 17 de enero de 1996, se acor-
dó requerir a la demandada al pago de la cantidad en
que fue condenada en las costas y en la liquidación
de intereses, por término de diez días, bajo apercibi-
miento de que, caso de no verificarlo en dicho plazo,
se procedería a su exación por la vía de apremio.

k) La Urbanización Piedras Vivas, por escrito de 6
de junio de 1996, reitera la referida solicitud de embargo.

l) Por providencia de 21 de junio de 1996, se acordó
por el Juzgado, proceder a la ejecución por las costas
e intereses adeudados, y habiendo de efectuarse, según
se establecía en la providencia, sin previo requerimiento
de pago, el embargo de bienes en cantidad suficiente
a cubrir la suma de 119.948 pesetas de principal más
otras 25.000 pesetas calculadas para intereses y costas,
sirviendo esta resolución de mandamiento en forma al
Agente Judicial y Secretario u Oficial habilitado y guar-
dándose en la traba el orden establecido en el art. 1.447
de la L.E.C. También se señalaba que contra la misma
providencia cabía recurso de reposición en el plazo de
tres días por escrito ante el mismo Juzgado.

ll) Por providencia de 2 de septiembre de 1996,
se acordó por el Juzgado la anotación preventiva de
embargo en el Registro de la Propiedad sobre los bienes
inmuebles propiedad de la demandada. Se señalaba que
contra esa resolución cabía recurso de reposición en
el plazo de tres días a interponer por escrito ante el
Juzgado.

3. Según la demanda de amparo, la providencia de 23
de octubre de 1995, denegatoria de la solicitud de nom-
bramiento de Abogado de oficio y el Auto de 30 de octubre
siguiente por el cual se aprobó la tasación de costas y
la liquidación de intereses vulneran el art. 24.1 de la Cons-
titución que garantiza a todas las personas el derecho
a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales en
el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que
pueda producirse indefensión en ningún caso, en relación
con el número 2 de dicho artículo que igualmente garan-
tiza a todos la defensa y asistencia de Letrado.

4. La Sección Tercera, por providencia de 17 de
julio de 1996, acordó, de conformidad con lo dispuesto
en el núm. 3 del art. 50 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional conceder a la demandante de amparo y
al Ministerio Fiscal el plazo común de diez días para
que formulasen, con las aportaciones documentales pro-
cedentes, las alegaciones que estimaran pertinentes en
relación con la carencia manifiesta de contenido cons-
titucional de la demanda —art. 50.1 c).

5. Por escrito presentado en los Juzgados de Guar-
dia de Madrid el 5 de septiembre de 1996, la recurrente
en amparo reitera lo manifestado en su demanda.

6. El Ministerio Fiscal por escrito que tuvo su entra-
da en este Tribunal el 29 de agosto de 1996, interesa
se recaben las actuaciones habidas en los autos de juicio
de cognición número 218/90 del Juzgado de Primera
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Instancia núm. 2 de Móstoles, aunque entiende que el
primer análisis indica la vulneración del art. 24 C.E.

7. La Sección Tercera, por providencia de 27 de
octubre de 1996, acordó admitir a trámite la demanda
de amparo y unir las actuaciones, así como dirigir comu-
nicación al Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Mós-
toles a fin de que, en plazo que no excediera de diez
días, remitiera certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes a los autos de juicio de
cognición núm. 218/90, incluidos los incidentales de
tasación de costas; así como emplazar previamente, para
que en el plazo de diez días pudieran comparecer si
lo deseaban, en el recurso de amparo y defender sus
derechos, a quienes hubieran sido parte en el proce-
dimiento, excepto la parte recurrente en amparo.

8. La Sección Tercera, por providencia de 14 de
noviembre de 1996, acordó dar vista de las actuaciones
recibidas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por
plazo común de veinte días, para presentar las alega-
ciones que estimaran pertinentes.

9. Por escrito presentado en los Juzgados de guar-
dia de Madrid el 13 de diciembre de 1996, la recurrente
en amparo reitera lo manifestado en su demanda.

10. El Ministerio Fiscal, por escrito que tuvo entrada
en este Tribunal el 26 de diciembre de 1996, interesa
que se estime el recurso de amparo.

Manifiesta que la denegación por el Juzgado de la
petición de la parte, que carece de conocimientos de
Derecho, de Letrado y Procurador de oficio para que
le dirigiera técnica y procesalmente en el incidente de
jura de cuentas, carece de fundamentación porque no
examina auténticamente la realidad de la situación per-
sonal y procesal de la ahora recurrente, y lo que úni-
camente se planteó y por ello denegó la petición, fue
si se aportaban o no los documentos que entendía nece-
sarios para el nombramiento solicitado, olvidando que
se trataba de una persona mayor de edad y lega en
Derecho, desconocedora de la legislación al respecto.
Por otra parte, no aprecia el Ministerio Fiscal en la actora
intenciones fraudulentas ni ánimo de demorar la reso-
lución del proceso.

11. Por providencia de 28 de mayo de 1998, se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia, el día 1 de junio de 1998.

II. Fundamentos jurídicos

1. La solicitante de amparo invoca el art. 24.2 de
la Constitución por entender infringido su derecho a la
asistencia y defensa de Letrado al no haberse proveído
al escrito de solicitud de Abogado y Procurador de oficio
para recurrir contra el Auto que primeramente aprobó
la tasación de costas en el juicio de cognición que contra
ella se había seguido, lo que solicitó, una vez que se
había concluido el proceso en el que fue condenada,
para oponerse a dicha tasación. La infracción de dicho
derecho le habría ocasionado además, según alega, la
indefensión a que se refiere el párrafo primero del mismo
art. 24, al no poder ofrecer una oposición fundada dada
su condición de lega en Derecho y la falta del aseso-
ramiento necesario para su defensa al no habérsele nom-
brado, como solicitó, Abogado y Procurador de oficio.

La primera invocación se refiere, pues, al que la
STC 42/1982 conceptuó como un derecho conocido ya
de antaño en nuestro ordenamiento en el que era fácil
percibir su conexión con la institución misma del proceso
y cuyas normas habrían de ser reinterpretadas y ratifi-
cadas de conformidad con la Constitución, sin transformar
un derecho fundamental que es simultáneamente un ele-

mento decisivo del proceso penal en un mero requisito
formal que pueda convertirse en obstáculo insalvable para
tener acceso a una garantía esencial, como es la del
recurso.

2. La ahora recurrente, demandada y condenada en
un juicio de cognición, estuvo en el mismo representada
y defendida por Procurador y Abogado de su elección,
si bien cuando tuvo lugar la tasación de costas aquél
había desistido expresamente en su representación y
ello se había puesto en conocimiento de la interesada.
De ahí que, al notificársele la tasación con la advertencia
de que para impugnarla le fuera exigida su personación
con Abogado y Procurador, solicitase su nombramiento
por el turno de oficio.

Es de señalar al respecto, puesto que el incidente
de tasación posterior a la Sentencia exigía defensa letra-
da, como la había exigido el juicio, que la demandada
se hallaba legalmente necesitada de dicha asistencia pro-
fesional. Ejercitaba, pues, el derecho que el art. 24.2
otorga a todo litigante para ejercer su defensa efectiva
en el proceso. El cual, como ha señalado este Tribunal
(STC 71/1990) «reconoce de forma incondicionada el
art. 24.2 de la C.E. ... Y es una garantía técnica que
ampara a todos los que comparezcan ante cualquier juris-
dicción, sin perjuicio de que las propias normas proce-
sales permitan, en razón de la simplicidad o escasa enti-
dad de determinados procedimientos, la comparecencia
personal». Además de lo cual, como también dijimos
en la citada STC 216/1988) «el art. 24.2 de nuestra
Constitución no permite que se prive al acusado de la
asistencia de Abogado por el motivo de que le estuviese
reconocida la posibilidad de defenderse por sí mismo,
derecho que existe aun en aquellos procesos en que
no es preceptiva la defensa por medio de Letrado y cuan-
do la parte lo estime conveniente para la defensa de
sus derechos».

La asistencia de Letrado tiene, pues, reflejo en la obli-
gación de los poderes públicos de garantizar un defensor
a la parte, cuando la defensa de oficio aparece como
consecuencia derivada del beneficio de pobreza. El dere-
cho a la defensa y asistencia letrada reconocido en el
art. 24.2 de la Constitución no sólo incluye el derecho
de la parte en el proceso a poder designar un Letrado
de su elección, sino también a que le sea designado
un Letrado de oficio cuando su situación le haga acreedor
a ello según lo determinado por las leyes en aplicación
del art. 119 de la Constitución.

3. En el caso, y como viene antes indicado, la ahora
recurrente se limitó a solicitar el nombramiento de Abo-
gado y Procurador de oficio sin alegar, ni menos acreditar
que, habiendo tenido defensa de su elección en el juicio,
las circunstancias y condiciones necesarias para obtener
el beneficio le hubieran sobrevenido con posterioridad,
tal como exige el art. 25 de la L.E.C. No obstante, ante
la insistencia de la interesada, el Juzgado no otorgó posi-
bilidad alguna de subsanar lo que, en un trámite inci-
dental que, aunque posterior a la Sentencia, era con-
tinuación del proceso, constituía una simple omisión del
principio de justificación exigido en el precepto procesal.
Es, sin embargo, como dijimos en la STC 105/1989,
doctrina reiterada de este Tribunal «que la legalidad pro-
cesal debe ser interpretada en el sentido más favorable
a la tutela judicial efectiva garantizada por el art. 24.1
C.E. ... y que el juzgador debe procurar la subsanación
o reparación del defecto antes de rechazar un recurso
defectuoso siempre que no tenga su origen en una acti-
vidad contumaz o negligente del interesado y que no
dañe la regularidad del procedimiento ni, muy especial-
mente, los derechos de la otra parte. El art. 11.3 L.O.P.J.
constituye una cláusula genérica en la que, como se
declara en la STC 2/1989, puede apoyarse un trámite
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de subsanación, aunque no esté expresamente previsto
en la Ley».

Resulta por ello evidente que, dadas las citadas cir-
cunstancias, al no permitirse la subsanación, se impedía
a la condenada proveerse de la asistencia necesaria para
articular una defensa técnica ante la reclamación de cos-
tas, e intereses, colocándola así en real situación de inde-
fensión y vulnerando por ello, además, el alegado dere-
cho del art. 24.2 C.E.

En conclusión, procede la estimación del recurso y
la reposición de lo actuado al momento de dictarse la
providencia recurrida para que la parte pueda subsanar
la falta de acreditación de su situación sobrevenida de
pobreza.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia,

1.o Declarar que han sido vulnerados a la recurrente
los derechos a la tutela judicial efectiva y a la asistencia
de Letrado (art. 24 C.E.).

2.o Anular la providencia de 23 de octubre de 1995
y el Auto de 30 de octubre siguiente dictados por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Móstoles en
juicio de cognición núm. 218/90.

3.o Reponer las actuaciones al momento posterior
a aquella providencia para que pueda dictarse otra que,
con subsanación del defecto, permita a la requerida jus-
tificar la situación sobrevenida que motivó su petición
de nombramiento de profesionales de oficio.

Dada en Madrid, a uno de junio de mil novecientos
noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernando Gar-
cía-Mon y González-Regueral.—Julio Diego González Cam-
pos.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Firmados y rubricados.

15725 Sala Segunda. Sentencia 115/1998, de 1 de
junio de 1998. Recurso de amparo 683/1997.
Contra Sentencia de la Sala Segunda del Tri-
bunal Supremo desestimatoria de recurso de
casación contra la de la Audiencia Provincial
de Granada condenatoria por delito contra la
salud pública. Supuesta vulneración del dere-
cho a la presunción de inocencia: actividad pro-
batoria practicada con las debidas garantías.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Julio Die-
go González Campos y don Carles Viver Pi-Sunyer, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 683/97, interpuesto
por don Pedro Lucas Cortés, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Dolores Girón Arjonilla
y asistido por el Letrado don Rafael Poyatos Bojollo, con-
tra la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supre-
mo 1.010/96, de 12 de diciembre, desestimatoria del

recurso de casación contra la de la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Granada 215/96, de 18
de abril, condenatoria por delito contra la salud pública.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 19 de febrero de 1997, doña Dolores Girón Arjonilla,
Procuradora de los Tribunales, interpone recurso de
amparo en nombre de don Pedro Lucas Cortés contra
las Sentencias de las que se hace mérito en el enca-
bezamiento.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El fallo de la Sentencia ya referida de la Audiencia
Provincial condenó al hoy recurrente a las penas de diez
años y un día de prisión mayor y de 101.000.000 de
pesetas de multa por la autoría de un delito contra la
salud pública con la circunstancia agravante de reinci-
dencia. El relato de hechos probados de la Resolución
condenatoria describía, en síntesis, el hallazgo de más
de 26 kilos de cocaína en el domicilio de otro acusado,
ya juzgado y condenado por dicha tenencia en el momen-
to de dictarse la Sentencia que resumimos; esta droga
«estaba a disposición del aquí acusado, que ya en una
ocasión se había llevado cinco paquetes». En el «sun-
tuoso» piso de éste, también registrado, se encontraron
casi 1.500.000 de pesetas y una factura de hotel a nom-
bre de un tal Orlando Buitrago. El relato añade que el
acusado, hoy recurrente, tenía un antecedente penal por
delito contra la salud pública.

Según la fundamentación de la Sentencia, el relato
«resulta de las declaraciones, prolongadas en el tiempo,
plurales y siempre sin ambigüedades ni contradicciones»
prestadas por el acusado ya condenado tanto en el acto
del juicio que precedió a su Sentencia condenatoria
como en las actuaciones previas, pese a su retractación
en el acto de este juicio al declarar como testigo. Las
acusaciones «aparecen corroboradas por el hallazgo en
el domicilio del acusado de una factura de hotel a nombre
de Orlando Buitrago, rebelde por esta causa, al que afir-
ma tajantemente no conocer, atribución fáctica, por otra
parte, que sabía no iba a exculparle de su responsa-
bilidad». Por lo demás, el destino al tráfico de la droga
se infiere de su cantidad, de su pureza, de su valor,
del dinero intervenido y de la falta de constancia de
los medios de vida del acusado. La reincidencia, por
su parte, «resulta claramente de la correspondiente hoja
histórico penal obrante en el sumario».

b) El recurso de casación interpuesto contra la Sen-
tencia condenatoria, en el que mediante otrosí se hace
constar la inexistencia del antecedente penal que se atri-
buye al acusado, fue desestimado por la Sala Segunda
del Tribunal Supremo. En lo que afecta a los motivos
de la presente demanda, consideraba la fundamentación
de la Sentencia, en resumen, que la condena se había
fundamentado en una prueba válida de cargo, como era
la declaración de un coencausado, que se había prac-
ticado con las necesarias garantías de contradicción a
través de la presencia del mismo en el juicio y de la
lectura de su testimonio previo.

3. Cinco son las quejas que contiene la demanda
de amparo. Las dos primeras denuncian la vulneración
del art. 24.1 C.E. Alega el recurrente en primer lugar
que, a pesar de que tanto en el juicio como en el recurso
de casación había advertido de que se le estaba atri-
buyendo un antecedente penal inexistente, sólo ha teni-


